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Apropósito del bicentenario de la Constitución
de 1812 -llamada popularmente “La Pepa”

porque fue promulgada por las Cortes Generales
de España el día de San José-, la revista Crítica
se adentra con este número en la actual Cons-
titución Española, de cuya aprobación en refe-
réndum han transcurrido ya 34 años.

La historia constitucional de España se
construye entre catorce normas básicas, desde
la autoproclamada Constitución de Bayona de
1808 hasta la actual Carta Magna de 1978 y
aunque pueda darse que algunos lectores y eru-
ditos no estén de acuerdo conmigo, considero
que nuestra actual Constitución es la única
que, verdaderamente, se puede calificar como
tal, al ser la primera redactada por una comi-
sión plural donde estaban representadas dife-
rentes ideologías y la única que el pueblo espa-
ñol ha ratificado en referéndum por mayoría
(salvo en Euskadi, donde triunfó la abstención).
Los anteriores textos fueron impuestos, en cada
época, o bien por Napoleón, o por dictadores lo-
cales, monarcas absolutistas o por el partido
político de turno, buscando todos ellos imponer
sus propias ideas. De ahí que nuestra historia
constitucional siempre se haya caracterizado
por una alternancia ideológica: a un texto con-
servador le seguía otro progresista y a éste, de
nuevo, otro conservador. En definitiva, un cons-
titucionalismo parcial y poco integrador.

Ciertamente, a esta Constitución le debemos
nuestra actual convivencia en libertad, la ar-

ticulación de nuestra pluralidad y diversidad te-
rritorial, la garantía de los deberes y derechos
ciudadanos, la voluntad de incluir a todos am-
parando las distintas concepciones ideológicas
y la alternancia de Gobiernos de distinto signo,
por tanto, ésta es una Constitución ante la que
nadie puede arrogarse la exclusiva propiedad,
ni tampoco rechazarla como ajena. Pero nuestra
Carta magna vive sus horas más bajas.

Si como escribió Carl Schmitt, “la Constitu-
ción es la concreta manera de ser de cualquier
unidad política existente”1, es natural que des-
de diversos frentes se pida su reforma, no por-
que sus logros hasta ahora no sean evidentes,
sino para poder adaptarla a la nueva situación

en la que nos encontramos, muy diferente a la
de los años 70 en modos de ser y de convivir;
para adaptarla, también, a una integración Eu-
ropea que ha supuesto que el pueblo español,
en decisiones decisivas, ya no sea soberano co-
mo afirma el artículo 2 de la misma, sino que
esté al ventestate2 de lo que dicte Bruselas u
ordene Berlín; y para solventar los problemas
que desde el principio no se solventaron: la im-
precisión de conceptos y la ambigüedad e inco-
herencia de algunos de sus preceptos, por no
hablar del mediocre castellano con el que fue
escrita. Por tanto, una Norma Fundamental no
puede ser nunca vista como un conjunto de
“dogmas” sino como un conjunto de normas
que se deben ir acoplando a los cambios histó-
ricos que el Estado Constitucional experimenta.

Considero que una Constitución no debe ja-
más ser rígida, pero sí unívoca. La nuestra

está plagada de contradicciones y lagunas. Por
ejemplo, es la única Ley de Leyes que constitu-
cionaliza algo discrecional como el sufragio pro-
porcional para la elección de diputados (art.
66.3), lo que potencia a las oligarquías parti-
distas que hasta ahora han concurrido con lis-
tas cerradas a las elecciones; deja en la más ab-
soluta ambigüedad los poderes del monarca y la
sucesión al trono; habla de la “independencia”
del poder judicial (art. 117) y más adelante que
ha de “someterse” al poder legislativo (¿?); con-
funde nación con nacionalidad (el primero es
un concepto político, mientras que el segundo
es cultural)… Pero las muy numerosas críticas
puntuales se convierten en secundarias si se
las compara con las que provoca el modelo de
Estado de las Autonomías… Y, mientras tanto,
la gente de a pié, es decir, ustedes, y yo, y to-
dos, experimentamos cómo los derechos fun-
damentales que la Carta Magna protege y reco-
noce se están convirtiendo en papel mojado o
bien habitan en el limbo: derecho a una vivien-
da digna, derecho al trabajo, derecho a la vida,
igualdad en el acceso a la educación… Y por-
que, por todo ello, estamos más quemados que
el mapa de Bonanza miramos a la Constitución
con hartura, indiferencia y desdén. Y eso es lo
peligroso. ©
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editorial

Para qué sirve una Constitución
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Manuela Aguilera

1.Schmitt, Carl: Teoría de la Constitución, trad. esp. 1949.
2.Al ventestate, expresión popular que significa “estar abierto a” o “estar a la intemperie”.
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El modelo de Constitución que surgió
tras la Revolución francesa, sufrió a
lo largo del siglo XIX dos tipos de

agresiones. Por una parte, tras las invasiones
napoleónicas se instauraron los principios del
liberalismo doctrinario o moderado, basado
fundamentalmente en la soberanía compar-
tida entre el Parlamento y el Rey, que condujo
a la fórmula de las cartas otorgadas por la
Corona. Por otra, la izquierda hegeliana, so-
cavó los ideales de los derechos fundamentales
y las libertades públicas, para hablar de rela-
ciones sociales “reales”, considerando las ma-
nifestaciones jurídicas formales como parte de
la superestructura de la sociedad. 

Debido a estas desvalorizaciones del con-
cepto de Constitución se perdió el sentido que

análisis
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El significado 
de la Constitución
y las posibilidades
de reforma

La Constitución de 1978 se ha convertido ya en el segundo texto
de más larga duración en nuestra historia contemporánea, sólo
superada por la Constitución de 1876, vigente durante cuarenta y
siete años. Sin embargo, la situación real de una y otra no es
comparable. Durante la vigencia del texto actual España ha sido
modelo de significativos cambios, en la que se han dado muestras
de prudencia y audacia, a la vez.

Mª Isabel Álvarez Vélez
análisis
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dio vida a los primeros textos constituciona-
les y hubo que esperar al fin de la Primera Gue-
rra Mundial para encontrar un despunte del
concepto de Constitución que se consolidó tras
la Segunda Guerra Mundial. Tras esta última,
se elaboraron en Europa nuevas Constitucio-
nes, impulsadas en el ánimo de buscar una ga-
rantía para la paz y el respeto a los derechos
humanos, vulnerados durante la contienda.

La Constitución española de 1978, aunque
es posterior, se encuadra en esta última línea de
constitucionalismo renovado. El autor de la
Constitución es la Nación española que “en uso
de su soberanía”, decide elaborar un texto en
virtud del cual “España se constituye en un Es-
tado social y democrático de Derecho”. La
Constitución establece el principio de limitación
del poder, crea un sistema político parlamentario
y reconoce y garantiza los derechos y libertades
fundamentales de los ciudadanos que se con-
cretan en libertades individuales frente al poder.

La elaboración de la Constitución de 1978
duró quince meses, entre agosto de 1976 y oc-
tubre de 1977, y en su redacción se emplearon
más de cuatrocientas horas de debates parla-
mentarios. Pero estos datos poco aportan si no
se hace referencia a la voluntad unánime de sus
artífices de lograr un entendimiento que pusiera
fin a un largo período de ruptura. Ciertamen-
te el texto se caracteriza por el consenso polí-
tico de los grupos parlamentarios, de modo que
no se trata de la obra de un partido sino del
conjunto de las fuerzas políticas. Esto ha da-
do lugar a que la Constitución no siga un úni-
co modelo, sino que ha adoptado diferentes ten-
dencias, uniendo elementos de distintas ideo-
logías y estableciendo principios políticos, si no
originales, sí escogidos como medios para con-
seguir los fines propuestos.

Contenido de la Constitución
Enumerando de forma breve el contenido

del texto, encontramos cinco aspectos en los
que quisiera poner relevancia: una amplia ta-
bla de derechos y libertades; la Monarquía par-
lamentaria, como forma de Gobierno; el Tri-
bunal Constitucional; unas Cortes bicamera-
les; y un modelo autonómico de organización
territorial. 

Los derechos fundamentales son un ele-
mento estructural del Estado de Derecho: só-

©RÍTICA � Nº 979 � Mayo-Junio 2012
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lo allí donde se reconocen y garantizan los de-
rechos y las libertades fundamentales existe Es-
tado de Derecho, y sólo allí donde esté esta-
blecido el Estado de Derecho puede hablarse
de auténtica efectividad de los derechos fun-
damentales.

En lo que se refiere a la Monarquía, es el
Título Preliminar, que recoge los principios po-
lítico- constitucionales básicos del Estado que
la propia Constitución crea, el que declara en
el artículo 1.3 que “la forma política del Estado
español es la Monarquía Parlamentaria”. Es-
te punto no fue objeto de modificación algu-
na a lo largo del proceso constituyente, de tal
forma que se incluyó en la redacción definiti-
va de la Constitución con el tenor literal del tex-
to del Anteproyecto. Esta consolidación en las
normas constitucionales de la Monarquía par-
lamentaria desembocó en una regulación pre-
cisa de las funciones del Rey, con el fin de es-
tablecer una “Monarquía parlamentaria ra-
cionalizada”. Así, la proclamación de la so-
beranía popular y, en general, la garantía de la
participación ciudadana, de modo que se ase-
gure la legitimación de los poderes estatales,
exigen reducir a normas tasadas las funciones
del monarca. 

Especialmente innovador de nuestro actual
modelo constitucional, además del Estado de
las Autonomías al que nos referiremos más ade-
lante, es la creación del Tribunal Constitucio-
nal. El modelo elegido por los constituyentes
españoles sigue fundamentalmente, la línea del
constitucionalismo europeo, inspirado por
Kelsen, a través de los influjos del Tribunal
Constitucional alemán y del Tribunal de Ga-
rantías creado por el texto republicano de 1931.
El Tribunal Constitucional se compone de do-
ce miembros nombrados por el Rey; de ellos,
cuatro a propuesta del Congreso de los Dipu-
tados por mayoría de tres quintos de sus miem-
bros; cuatro a propuesta del Senado, con
idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno
y dos a propuesta del Consejo General del Po-
der Judicial. En relación a la composición del
Tribunal Constitucional debemos realizar dos
consideraciones.

En primer lugar, el número de miembros del
Tribunal Constitucional, como ha señalado la
generalidad de la doctrina, no parece adecua-
do, en tanto se pueden provocar situaciones que

©12
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obliguen al Presidente a utilizar, con demasia-
da frecuencia, el voto de calidad. Por lo que hu-
biera sido preferible que el constituyente hu-
biera optado por establecer un número impar
de miembros.

En segundo lugar, y en cuanto al origen de
la elección de los Magistrados, se aprecia un
indudable protagonismo del Congreso y del Se-
nado frente a la minusvaloración del Poder Ju-
dicial. Esto puede suponer que se pueda reco-
nocer al Tribunal Constitucional como un ór-
gano excesivamente politizado, perdiendo así
credibilidad en sus decisiones lo que supone una
quiebra en el Estado de Derecho. Así, la defensa
de la Constitución se realiza a través de la jus-
ticia constitucional, lo que implica que el po-
der del gobierno está limitado por normas cons-
titucionales y que se ha creado un nuevo tipo
de instituciones y procedimientos constitucio-
nales en un intento de limitar y controlar con
ellos el poder político.

Los dos últimos aspectos en los que quisiera
detener mi reflexión son las Cortes Generales
y el Estado de las Autonomías. Creo que son
dos aspectos en los que sería conveniente, y qui-
zá me atrevería a decir necesario, proceder a
una reforma. Cumplidos más de treinta años
de la vigencia de la Constitución no cabe du-
da que el pueblo español ha apostado por la
democracia, por un sistema que ha supuesto la
consolidación de la Monarquía y la implan-
tación, no sin lagunas, de un reconocimiento
y garantía de derechos y libertades. Sin em-
bargo, el modelo adoptado de bicameralismo
y la división territorial en Comunidades Au-
tónomas adolece de algunos defectos que ho-
ra sería ya de resolver. 

Las Cortes Generales
Son dos las características fundamentales

del poder legislativo estatal, atribuido por la
Constitución a las Cortes Generales: el bica-
meralismo y la representación. Las Cortes es-
tán compuestas por dos Cámaras, Congreso de
los Diputados y Senado, de modo que la
Constitución española se suma a la tendencia
actual del constitucionalismo en la que se es-
tablece una segunda Cámara, frente a las du-
das sobre su conveniencia y eficacia. En un pri-
mer momento, el papel del Senado tuvo su im-
portancia, especialmente durante la elaboración

de la Constitución. Como es bien sabido, el Se-
nado cuenta, atendiendo a su procedencia, con
dos tipos de senadores.

El grupo más numeroso, los Senadores pro-
vinciales, está formado por doscientos ocho Se-
nadores de elección directa mediante un siste-
ma mayoritario aplicado, como regla general,
sobre circunscripciones plurinominales de ba-
se provincial. De este modo, en cada una de las
provincias peninsulares se eligen directamen-
te, con independencia de su población, cuatro
Senadores. En las provincias insulares se eligen,
por el mismo sistema mayoritario, tres Sena-
dores en cada una de las islas mayores (Gran
Canaria, Mallorca y Tenerife) y uno en las res-
tantes (Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerte-
ventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La
Palma). Asimismo en las ciudades de Ceuta y
Melilla se eligen, también directamente por los
ciudadanos, dos Senadores en cada una de ellas. 

En segundo lugar, los Senadores autonó-
micos, que ascienden a cincuenta y seis en la
actual Legislatura, son designados por las
Comunidades Autónomas, a razón de un Se-
nador y otro más por cada millón de habitantes
de su respectivo territorio, correspondiendo
efectuar la designación, por el procedimiento
establecido en su propia legislación, a la
Asamblea Legislativa de cada Comunidad
Autónoma.

El carácter territorial del Senado se mani-
fiesta fundamentalmente en su composición,
puesto que en las funciones que tiene enco-
mendadas se desnaturaliza su sentido inicial.

El texto de la Constitución se
caracteriza por el consenso de los
grupos parlamentarios; no se
trata de la obra de un partido
sino del conjunto de las fuerzas
políticas. Esto ha dado lugar a
que haya unido elementos de
distintas idologías y establecido
principios escogidos como medios
para conseguir los fines
propuestos.
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Adecuar el Senado a una cámara territorial, si-
milar a las que existen en otros Estados euro-
peos, sólo se lograría dando por culminada la
implantación del Estado de las Autonomías y
considerando cerrado el Título VIII de la
Constitución, convirtiendo al Senado en una
Cámara de representación de las Comunida-
des y otorgándole a su vez competencias en es-
te ámbito.

El Estado de las Autonomías
En mi opinión, el gran reto pendiente es

adecuar el Estado de las Autonomías que se re-
gula en el Título VIII de la Constitución. Mu-
chas veces se ha señalado que la característi-
ca de este título es ser una manifestación del
“consenso” entre las fuerzas políticas del que
surgió una innovadora organización territorial,
aunque el resultado, según opinión unánime de
la doctrina, es un texto con lagunas, impreci-
siones y ambigüedades, necesarias quizá des-
de la perspectiva política, pero fuente indudable
de tensiones y conflictos a la hora de su inter-
pretación jurídica. Bien es cierto, que esas im-
precisiones y esas ambigüedades permitieron
que la nueva construcción del Estado fuera
aceptada con un amplio grado de generalidad

y también es cierto que existía una urgencia en
hacerlo con la finalidad de que se diera satis-
facción a las ansias nacionalistas de determi-
nadas zonas del Estado, evitando a su vez que
éstas quedaran al margen del nuevo orden cons-
titucional.

Así el Estado español es un Estado asentado
sobre la Nación española, derecho originario,
y el derecho a la autonomía es un derecho de-
rivado de la Constitución y por tanto, subor-
dinado a la soberanía nacional. En este mismo
sentido, el reconocimiento constitucional,
plasmado en los Estatutos de Autonomía, su-
pone dotar a éstos de un carácter de norma su-
bordinada al texto constitucional, y al margen
de apreciaciones políticas, jurídicamente es in-
defendible otorgar a los Estatutos rango simi-
lar al de la Constitución.

Nuestro Estado de las Autonomías, no es
en absoluto un modelo cerrado y está pendiente
una labor integradora entre el Estado central
y los órganos autonómicos, potenciando la par-
ticipación de las Comunidades en asuntos de
interés general. Se ha escrito mucho sobre la po-
sibilidad de que la meta a la que se ha de lle-
gar sea al establecimiento en España de un Es-
tado federal, situación que sólo sería posible

mediante la modificación del texto
constitucional, pero nunca a través
de una ruptura unilateral del mo-
delo establecido.

Superada la etapa inicial de
aprobación de los Estatutos se ha
procedido, sobre la base de los
Acuerdos Autonómicos suscritos el
28 de febrero de 1992, a las consi-
guientes reformas estatutarias según
los procedimientos que los mismos
Estatutos regulan. En todos los
casos en que esas reformas se han
llevado a cabo, se ha procedido a
ampliar, dentro del ámbito de los ar-
tículos 148 y 149 de la Constitu-
ción, las competencias, teniendo en
cuenta la idea previa de la que se
partía, en virtud de la cual la au-
tonomía se implanta de forma evo-
lutiva y sobre la base de un mode-
lo flexible. Las reformas estatuta-
rias centraron la polémica a lo lar-
go de la VIII Legislatura que co-
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menzó en 2004. Especialmente polémica fue la
reforma del Estatuto de Cataluña, pero el al-
cance de dicha reforma ha sido similar en las
Comunidades que han modificado sus Esta-
tutos de Autonomía, lo que ha sucedido en los
casos valenciano, balear, andaluz, aragonés, cas-
tellano leonés y extremeño. También se ha
aprobado una reforma de la Ley Orgánica de
reintegración y amejoramiento del Régimen Fo-
ral de Navarra. Los Estatutos de nueva ela-
boración incorporan señas de identidad pro-
pias y enumeración de derechos. La existencia
de hechos diferenciales en las Comunidades Au-
tónomas sólo nos aporta un dato de carácter
sociológico que adquiere magnitud si se pre-
tende convertir en diferenciación con relevan-
cia jurídica, pues esto nos aparta de la conse-
cución del principio de solidaridad.

La reforma de la Constitución
La previsión de la reforma del texto cons-

titucional es una cláusula que desde los oríge-
nes del constitucionalismo no ha dejado de con-
figurar una parte básica de los textos consti-
tucionales. La revisión o reforma puede ser ana-
lizada desde una óptica jurídica o desde una po-
lítica. Ambos aspectos no siempre van unidos.
Esto es, la posibilidad jurídica de revisar un tex-
to constitucional es una previsión que no de-
be ser utilizada cuando las condiciones políti-
cas no son las adecuadas. Las razones que jus-
tifican las modificaciones de un texto consti-
tucional pueden ser varias: bien la necesidad
de adaptación a la realidad sometida a conti-
nua evolución, bien el envejecimiento de la
Constitución por el paso del tiempo o, en su
caso, la existencia de lagunas que se detecten
a lo largo de su aplicación práctica.

Transcurridos más de treinta años de la
aprobación de la Constitución de 1978 nu-
merosas voces se han alzado acerca de la ne-
cesidad de proceder a la reforma de la Cons-
titución y especialmente ha sido unánime esa
necesidad en el caso del Senado, y creo que ha-
bría que proceder a esclarecer el Estado de Au-
tonómico.

También se ha planteado la necesidad de re-
formar el orden de sucesión a la Corona su-
primiendo la presencia del varón sobre la mu-
jer, como han hecho la mayor parte de las Mo-
narquías de nuestro entorno, salvo Gran Bre-

taña. Ahora bien, como se trata de un precepto
inserto en un título especialmente protegido por
el procedimiento de reforma agravado, hay
quienes lo consideran de casi imposible mo-
dificación. Así lo he creído yo durante algún
tiempo. Pero este procedimiento agravado es
parcialmente sorteable si se hace coincidir la
primera aprobación parlamentaria de la re-
forma con la última sesión de una legislatura;
el agravamiento entonces se reduce a la mayoría
de aprobación exigida, que pasa de tres quin-
tos a dos tercios, y la celebración obligatoria
de un referendo nacional. Estos requisitos no
son nada insalvables en un asunto como éste,
en el que existe un consenso general de la opi-
nión pública y de las fuerzas políticas.

Por su propia naturaleza normativa la
Constitución es, en todo o en parte, modificable
según las disposiciones que su propio articu-
lado contiene, en el caso de que el pueblo es-
pañol en uso de su soberanía decidiera aco-
meter esa reforma. La permanencia de las ins-
tituciones no está reñida con su reforma pe-
riódica. Al revés, para que una Constitución
funcione conviene introducir en ella reformas
que mejoren su eficacia, que incorporen nue-
vas tendencias, en fin, que se adapte a las nue-
vas necesidades. Existe siempre un cierto temor
reverencial a modificar el texto constitucional,
quizá entendiendo que eso supone un recono-
cimiento del fracaso de sus prescripciones. Y
es al contrario: grave es equivocarse en reali-
zar reformas precipitadas, pero más grave es
aún no realizar las necesarias.©

La permanencia de las
instituciones no está reñida con
su reforma periódica. Al revés,
para que una Constitución
funcione conviene introducir en
ella reformas que mejoren su
eficacia, que incorporen nuevas
tendencias, en fin, que se
adapten a las nuevas
necesidades.
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